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Introducción

Históricamente, la Naturaleza ha sido considerada como un 
simple objeto al servicio de la humanidad, en especial desde la cos-
movisión occidental. Esta posición vertical del ser humano sobre la 
Naturaleza se consolidó como un enfoque antropocéntrico hegemó-
nico y válido para el sistema capitalista. Sin embargo, desde la cos-
movisión no hegemónica y periférica —no menos importante—, la 
Naturaleza siempre ha sido considerada como parte de un sistema 
global en la que el ser humano solo es un elemento más —relación 
horizontal—, que puede tener un enfoque ecocéntrico de dependen-
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cia mutua de todos los seres vivos o un enfoque biocéntrico que per-
sigue el reconocimiento moral y el valor primordial de la vida de la 
Naturaleza por su valor intrínseco. 

Pero más allá del debate dialéctico de las diversas teorías, lo 
fundamental es conseguir la protección material de la Naturaleza, 
dado que de su permanencia y bienestar dependen los nuestros. En 
ese sentido, no basta con la protección legal o constitucional de los 
derechos de la Naturaleza si es mera retórica. El reconocimiento ma-
terial implica su reconocimiento procesal, constitucional y moral en 
casos concretos (ejercicio real de los derechos-justiciabilidad). En 
este marco de ideas se desarrolla el presente capítulo, cuyo objetivo 
es mostrar si en Ecuador existe un reconocimiento formal (solo en 
papel y sin posibilidad de exigirlos) de los derechos de la Naturaleza 
tras su inclusión en la Constitución de 2008. 

Para lograr dicho objetivo, en la primera parte, se reseñan los 
antecedentes del reconocimiento de los derechos de la Naturaleza y 
su marco teórico. Se parte del enfoque antropocéntrico y sus conte-
nidos y luego se revisan dos posturas que ponen en debate los dere-
chos de la Naturaleza desde su función para la vida humana y desde 
su autonomía como un ser viviente con una subjetividad intrínseca: 
los enfoques ecocéntrico y biocéntrico. En la segunda parte, se rea-
liza un análisis de sentencias de la Corte Constitucional entre 2015 
y 2022 sobre casos concretos que evidencian la materialidad y la po-
sibilidad de su ejercicio, partiendo desde el reconocimiento mismo 
de la Naturaleza como sujeto de derechos, y estableciendo garantías 
destinadas a su protección y regeneración, tomando en cuenta la res-
ponsabilidad objetiva por el daño causado al medioambiente. Tam-
bién se destaca, en la evolución de la jurisprudencia, la concepción 
de la Naturaleza como sujeto independiente del ser humano, con 
plenos y específicos derechos. 

En la última parte, se destaca el rol que tiene la ciudadanía en el 
cuidado y protección integral de la Naturaleza por medio del activis-
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mo judicial,1 y la obligación de que todo proyecto cuente con el permi-
so respectivo de la autoridad competente en materia ambiental como 
parte de las obligaciones del Estado para respetar y garantizar la vida. 

Breve análisis del inicio de los derechos  
de la Naturaleza en Ecuador 

Hasta la Constitución de la República del Ecuador de 1998 la 
Naturaleza fue concebida únicamente como un “objeto de protección” 
en el marco del “medioambiente”, y la necesidad de tener un desarrollo 
sustentable que permita vivir a la población en un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado (1998, art. 86). Desde este enfoque antro-
pocéntrico, en el que el ser humano es el centro y el fin de dicha protec-
ción, se relega a la Naturaleza a ser un simple medio. Adicionalmente, 
la concepción de la Naturaleza en dicha Constitución y las anteriores 
giró en torno al marco económico y comercial que esta produce. 

El cambio paradigmático del término “Naturaleza” se produjo 
en la Constitución de 2008, que la equipara al concepto de la Pacha 
Mama, fuente productora de la vida. Donde se estipula el respeto inte-
gral, mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura y 
procesos evolutivos (2008, art. 71, inc. 1). En forma más clara el art. 72 
de esta Constitución reconoce que la “Naturaleza” tiene derecho a la 
restauración y la legitimación activa para hacer valer dichos derechos 
mediante “toda persona, comunidad, pueblo o nacionalidad; quienes 
podrán exigir el cumplimiento de ‘los derechos de la Naturaleza’ ante 
cualquier autoridad” (2008, art. 71, inc. 2). 

Es necesario indicar que la inclusión de estos preceptos en la 
Constitución de 2008 no fue una tarea fácil; además, tuvo como ante-
cedentes ciertos mandatos emitidos por la Asamblea Nacional Consti-
tuyente de Montecristi. El primero fue la promulgación del Mandato 

1	 Es una forma de comportamiento jurisdiccional arbitrario que consiste en 
tomar decisiones idóneas para la realización de los derechos fundamentales a 
costa de inferir dentro de una línea de actuación determinada por la adminis-
tración pública (Lozada, 2018).
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Minero del 18 de marzo de 2008, que hizo posible la cancelación de 
numerosas concesiones mineras sin ningún tipo de compensación; en 
especial, en áreas protegidas, fuentes de agua en peligro (2008, art. 3), 
gran número de las cuales se había otorgado a una sola persona (art. 4). 

Adicionalmente, se anunció una moratoria en el otorgamien-
to de nuevas concesiones hasta que se estableciera un nuevo marco 
normativo para regular la minería (Constitución, 2008, art. 6). En los 
casos de incumplimiento del mandato, varias asociaciones presenta-
ron demandas ante la Corte Constitucional. Posteriormente, entró 
en vigor la nueva Ley Minera, que volvió obsoleto el mandato (Gut-
mann y Valle, 2019). Desde un punto de vista formal, el Mandato 
Minero tuvo carácter de transitorio —por ejemplo, el art. 9—. Sin 
embargo, la existencia del mandato generó dudas sobre la constitu-
cionalidad de una política extractivista, ya que es un claro testimonio 
de los conflictos generados por colectivos antimineros de cara al po-
der constitucional (2019). 

Analizados los dos enfoques en las dos últimas constituciones 
del Ecuador, es evidente que existe un cambio paradigmático en la 
concepción de la Naturaleza como objeto del derecho hacia su reco-
nocimiento como sujeto de derechos. En ese sentido, cabe pregun-
tarse: ¿cuáles son los bienes jurídicos tutelados por los derechos de 
la Naturaleza?, ¿la Naturaleza es materialmente considerada como 
sujeto de derechos?, y, en caso de ser así, ¿es posible la justiciabilidad 
ante las cortes judiciales o constitucionales?

Para responder estas interrogantes es necesario constatar cuál 
ha sido el desarrollo jurisprudencial del órgano máximo de interpre-
tación constitucional, que en nuestro país es la Corte Constitucional, 
por mandato del art. 436 de la Constitución de 2008. Actualmente, la 
Constitución contiene artículos relativos a la explotación de recursos 
naturales, lo que hace ver que dos sistemas o intereses conviven en el 
mismo cuerpo normativo. 

La dicotomía de la Naturaleza dentro de la Constitución se pue-
de apreciar dentro del capítulo séptimo de la norma citada. Por un 
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lado, se afirma que esta tiene derecho al respeto integral de su existen-
cia, así como el mantenimiento de sus ciclos vitales (2008, art. 71); por 
otro lado, que todas las personas, pueblos y comunidades tienen de-
recho a explotar los recursos naturales (2008, art. 74). Lo que muestra 
una Constitución bipolar en lo dogmático y lo pragmático, que provo-
ca conflictos irresolubles, ya que las fuerzas contrapuestas en pro y en 
contra de la Naturaleza entran en disputa en casos concretos.

Bajo el análisis descrito, las disputas sobre la protección de la 
Naturaleza parte de dos enfoques que se hallan en las antípodas. Por 
un lado, el enfoque antropocéntrico, caracterizado por un dualismo 
por el que la Naturaleza (denominada medioambiente) es vista y 
usada desde una visión utilitarista (CCE-68-16-IN/21, 2021). Desde 
este enfoque el ser humano constituye el centro de la protección del 
sistema jurídico y su razón de ser; y la Naturaleza es considerada un 
objeto o recurso para el uso y explotación del ser humano; como tal, 
puede ser apropiada y explotada sin ningún tipo de límite o restric-
ción (Gudynas, 2015). 

En contraposición al antropocentrismo, están dos posturas no 
hegemónicas ni antropocéntricas. La primera es el enfoque ecocén-
trico, que reconoce valores propios a los ecosistemas, que van más 
allá de aquellos instrumentales o utilitaristas y reconocen a la Natu-
raleza como un ente con vida propia (Gudynas, 2015). Está basada 
en epistemologías del sur (De Sousa Santos, 2012) y andinas como el 
Sumak Kawsay (Buen Vivir),2 que sostiene la necesidad de mantener 
los ciclos vitales y los procesos evolutivos de los ecosistemas en su 
conjunto (Galeano, 2009). Bajo esta postura, en lugar de promover la 
protección de especie por especie, se propende a la tutela del normal 
funcionamiento y la no alteración de los ecosistemas y ciclos vitales 
(Morales et al., 2022). 

2	 Implica no el buen vivir desde el punto de vista occidental de la acumulación 
de riquezas, sino vivir en armonía con la Naturaleza, que engendra la vida de 
las personas, las alimenta y abriga; tiene vida propia y valores propios, más allá 
del ser humano (Gutmann y Valle, 2019). 
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La segunda postura es la ética biocéntrica, que postula el reco-
nocimiento de valores intrínsecos a la Naturaleza. El biocentrismo es 
producto de la existencia de ontologías alternas, y considera que to-
das las especies tienen la misma importancia y merecen ser protegi-
das (Morales et al., 2022). Esta corriente reconoce la heterogeneidad 
y la diversidad entre especies, y su rasgo sobresaliente es que la Na-
turaleza deja de ser vista como mercancía o capital (Gudynas, 2015). 

En el enfoque biocéntrico se produce el reconocimiento ju-
rídico del valor intrínseco de la Naturaleza, que no se ha dado úni-
camente a nivel macroecológico, sino con elementos específicos, es 
decir, un río.3 

Una vez señalados los enfoques vigentes —y en disputa— se 
debe señalar que la presente investigación se centra en el análisis de 
las colisiones político-jurídicas en casos concretos de defensa de la 
Naturaleza y las implicaciones de su reconocimiento constitucional 
como sujeto de derechos en jurisprudencia de la Corte Constitucio-
nal ecuatoriana. 

Por cuestiones metodológicas, se ha recurrido a una revisión 
de la jurisprudencia de la Corte Constitucional en asuntos que ver-
san sobre derechos de la Naturaleza en el período 2015-2022 y con 
un especial énfasis en el biocentrismo. 

El biocentrismo constitucional ecuatoriano 

Tomando en cuenta lo mencionado, es relevante analizar el 
cambio de paradigma jurídico que ha representado la Constitución 
de 2008 en función del reconocimiento de la Naturaleza. Este cambio 
significó un quebrantamiento del status quo jurídico (Ávila, 2019). 

Este quebrantamiento se agudizó cuando el concepto de las 
construcciones normativas antropocéntricas se alejó de la línea de 

3	 Ver las sentencias CCE-2167-21-EP/22, 2022, un manglar CCE-22-18-IN/21, 
2021 o un animal CCE-253-20-JH/22, 2022.
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la supremacía del ser humano y reconoció las necesidades y capaci-
dades de la sociedad (Salamanca, 2021). Esto permitió expandir la 
frontera sociojurídica de la realidad ecuatoriana de la “Naturaleza 
humana” meramente mercantilista (Mondragón, 2018) a la “Natura-
leza humana históricamente condicionada” (Salamanca, 2021).

Bajo esta lógica, las necesidades latentes de conservación sobre 
los recursos naturales faunísticos y florales (Velásquez, 2019) alteran 
el dinamismo del extractivismo antropocentrista productivo (Sala-
manca, 2021) que atendía los requerimientos sociales que estaban 
vigentes en la realidad sociojurídica del Ecuador. Esto permitió mo-
dificar de forma sustancial el enfoque ético dicotómico entre el hom-
bre y la Naturaleza (Horta, 2009) que se reproducía en la legislación. 

Con la Constitución de 2008, el ser humano pierde el dominio 
como elemento medular del derecho y se incorporan nuevos elemen-
tos para compartir esta posición. Se dejan de lado las construcciones 
normativas orientadas a la mera satisfacción de las necesidades del 
hombre (Salamanca, 2021) y se incorporan nuevos elementos sus-
tanciales dentro de los procesos generadores de normas jurídicas.

El cambio más radical y sustantivo dentro de los elementos 
centrales de la normativa ecuatoriana es el reconocimiento de la Na-
turaleza como sujeto de derechos; se abandona la percepción estric-
tamente óntica y se asume una dimensión ontológica propia de un 
ente independiente (Bauer, 2020). 

Esta conceptualización permitió dotar de un alcance y conte-
nido a la esencia de la Naturaleza como una institución jurídica inde-
pendiente del ser humano (Rodríguez, 2022). Bajo esta lógica, el or-
denamiento jurídico ecuatoriano se modificaría de forma progresiva 
en virtud de las relaciones de fundamentación y derivación4 (Kelsen, 
2020) propias de un Estado constitucional de derechos y justicia. 

4	 Estas relaciones son las que otorgan coherencia, compatibilidad y conexidad a 
las normas jurídicas que componen el ordenamiento jurídico. En este sentido, 
las normas secundarias se fundamentan en normas superiores o pueden deri-
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Esta nueva episteme jurídica ha permitido diferenciar el dere-
cho ambiental de los derechos de la Naturaleza. Respecto del derecho 
ambiental, es importante señalar que existe una diferencia sustan-
cial que se evidencia en el alejamiento categórico del mero derecho 
administrativo de concesiones, licencias estatales (Jaria-Manzano, 
2019), así como la concepción de la Naturaleza como un objeto de 
derecho especialmente relevante (Salgado, 2010). 

Bajo esta incorporación gnoseológica, el cambio del antro-
pocentrismo al biocentrismo responde a la incorporación de los 
conceptos derivados de las interacciones sociales de los pueblos y 
nacionalidades como sujetos cognoscentes; ello en función de la 
cognoscibilidad de la Naturaleza como una realidad objetiva (Hor-
kheimer, 1972). Es decir que, con el reconocimiento de los saberes y 
conceptos derivados de los pueblos y nacionalidades (Ávila, 2019), 
se puede modificar de forma sustancial a las instituciones jurídicas 
de corte positivista, sin que esto implique un quebrantamiento del 
orden constitucional. 

Por lo expuesto, se puede afirmar que la transformación epis-
temológica (Ávila, 2012) de la Naturaleza como un sujeto de derecho 
implica un cambio en la forma de comprender el derecho dentro de 
un Estado constitucional. 

La superación de la condición humana como perspectiva mo-
nocausal (Fischer-Lescano y Teubner, 2006), que se enfoca única-
mente en la norma y la institucionalidad como explicación de los 
hechos humanos actuales, ha permitido romper con el sesgo epis-
témico del derecho tradicional hegemónico (Rodríguez, 2022). Esto 
ha permitido revalorizar a la Naturaleza como un sujeto de derechos 
justiciables e invocables. En definitiva, el ir más allá del ordenamien-
to jurídico ha permitido visibilizar el proceso generador de normas 

varse de estas, evitando contradicciones normativas, a la vez que garantizan su 
validez (Salgado, 2010). 
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desde las diferentes realidades jurídico-sociales de los pueblos y na-
cionalidades del Ecuador. 

La Naturaleza como sujeto de derecho

En virtud de lo expuesto, la Constitución de 2008 trasciende la 
barrera gnoseológica de los sistemas jurídicos tradicionales y reconoce 
a la Naturaleza como un sujeto de derecho autónomo (art. 71). Este 
reconocimiento implica una aprehensión del concepto de Naturaleza 
como un sustrato ontológico que trasciende la mera materialidad de la 
existencia (Bauer, 2020). 

En este sentido, el reconocimiento de la Naturaleza como su-
jeto de derechos implica una carga discursiva de carácter intercul-
tural (Rodríguez y Morales, 2022), por cuanto cada pueblo y nacio-
nalidad posee elementos sociales, jurídicos y culturales, que, al ser 
indivisibles entre sí, otorgan un contenido ontológico a la Naturaleza 
(Rodríguez, 2022). 

Esto se ve reflejado al incorporar el término Pacha Mama 
(Constitución, 2008, art. 71) dentro del ordenamiento jurídico ecua-
toriano, que manifiesta una cosmovisión y representa el quiebre del 
paradigma jurídico-antropocéntrico (Rodríguez y Morales, 2022) de 
las constituciones anteriores, permitiendo incorporar elementos dis-
cursivos propios del pluralismo jurídico (Wolkmer, 2018). 

En este sentido, los derechos de la Naturaleza implican el respe-
to integral de su existencia, el mantenimiento, regeneración de ciclos y 
procesos vitales (Constitución, 2008, art. 71), así como la restauración 
(art. 72) como una medida de reparación integral. Esta articulación de 
derechos constitucionales se fundamenta en la aplicación de los prin-
cipios de precaución, prevención y restricción (art. 73) con el fin de 
preservar su indemnidad. 

Sin perjuicio de lo expuesto, los derechos constitucionales de 
la Naturaleza señalados en los párrafos anteriores no constituyen un 
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unmerus clausus, por cuanto el texto constitucional reconoce que el 
ejercicio de los derechos constitucionales no es limitativo, sino que 
permite incorporar derechos y garantías establecidos en instrumen-
tos de Derechos Humanos sin que estos se encuentren establecidos 
de forma expresa en la Constitución (2008, art. 11, núm. 3).

En este sentido, se entienden incorporados al bloque de consti-
tucionalidad todos los instrumentos internacionales de Derechos Hu-
manos como la Convención Americana de Derechos Humanos y sus 
respectivos protocolos, el Convenio sobre la Diversidad Biológica, el 
Acuerdo de Escazú, el Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo relativo a Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes. De igual manera se entienden incorporadas al mencionado 
bloque tanto sentencias como opiniones consultivas derivadas del Sis-
tema Interamericano de Derechos Humanos; verbigracia, sentencias 
como la de los casos Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay, 
Salvador Chiriboga vs. Ecuador, Comunidad Indígena Xákmok Kásek 
vs. Paraguay, Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador, Pue-
blos Kaliña y Lokono vs. Surinam, Comunidades Indígenas Miembros 
de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina y la 
opinión consultiva OC-23/17. Esta incorporación de instrumentos in-
ternacionales de Derechos Humanos ha permitido ampliar el alcance y 
el contenido de los derechos constitucionales que posee la Naturaleza.

A nivel de normativa secundaria, es importante señalar que, 
dentro de los cuerpos normativos de carácter positivo, como el Có-
digo Orgánico del Ambiente, el Código Orgánico Integral Penal 
(COIP) o el Código Orgánico de Organización Territorial, Autono-
mía y Descentralización, los derechos de la Naturaleza se encuen-
tran desarrollados en función de los grados de protección que esta 
requiera. Siendo sustancialmente diferente la protección que otorga 
el derecho sancionatorio administrativo a la que le otorgan los pro-
cesos jurisdiccionales penales que reconoce la legislación. De esta 
manera, se establece un conjunto de normas sistémicamente cohe-
rente con los mandatos constitucionales. 
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Empero el mayor desarrollo de la Naturaleza como sujeto de 
derechos se encuentra dentro de la jurisprudencia de la Corte Cons-
titucional ecuatoriana, la cual, de forma paulatina y sistemática, ha 
ampliado el alcance y el contenido de los derechos establecidos en 
los arts. 71, 72, 73 y 74 de la Constitución. Bajo esta lógica, los fallos 
más relevantes de la Corte Constitucional en materia de protección 
de los derechos de la Naturaleza son los siguientes: 

i.	 Sentencia n.º 166-15-SEP-CC del 20 de mayo de 2015, 
también conocida como Caso Camaronera Reserva Ca-
yapas. Aquí la Corte Constitucional reconoce a la Natu-
raleza como un sujeto de derechos independiente al ser 
humano y, por lo tanto, es susceptible de tener un derecho 
a la restauración. Bajo esta lógica, la Corte establece que la 
dimensión de la restauración, en casos de derechos de la 
Naturaleza, trasciende lo pecuniario y se fundamenta en la 
recuperación o la rehabilitación de la funcionalidad ecosis-
témica afectada por el daño causado.
Esta sentencia establece por primera vez en la jurispruden-
cia constitucional la dimensión de la Naturaleza como un 
concepto alejado del paradigma tradicionalista del sistema 
romano germano. 

ii.	 Sentencia n.º 218-SEP-CC del 9 de julio de 2015. En esta 
sentencia la Corte estableció que el derecho al respeto de 
la Naturaleza es integral e incluye los derechos de mante-
nimiento y regeneración en observancia a los ciclos vitales, 
estructura, funciones y procesos evolutivos, por cuanto es 
un ente titular de derechos independiente a la utilidad eco-
nómica para las personas. 
Existe la obligación de contar con permisos ambientales 
para realizar actividades, obras o proyectos que afecten a 
la Naturaleza; en caso de no hacerlo se configura una vul-
neración directa a los derechos fundamentales constitucio-
nalmente reconocidos.
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iii.	 Sentencia n.º 065-15-SEP-CC del 11 de septiembre de 
2015, también conocida como el Caso Manglares. Aquí se 
reconoce a la Naturaleza como sujeto de derechos, a la vez 
que establece el alcance y el contenido de las garantías nor-
mativas para la conservación, protección, regeneración y 
mejoramiento de los ecosistemas; esto en observancia del 
desarrollo sostenible. Esta sentencia incorpora la noción 
de transversalidad de los derechos de la Naturaleza en el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano y aporta criterios de 
responsabilidad objetiva sobre los daños ambientales, por 
cuanto los perjuicios generados al ambiente implican me-
noscabo, disminución o detrimento de la Naturaleza.

iv.	 Sentencia n.º 034-16-SIN-CC del 27 de abril de 2016. En 
esta sentencia la Corte Constitucional reconoce la sus-
tancialidad de la relación de dependencia del ser huma-
no hacia la Naturaleza y viceversa. Plantea el concepto de 
interdependencia de los sujetos dentro del contexto de 
las relaciones ecosistémicas. Adicionalmente establece la 
obligatoriedad de la justiciabilidad de los derechos de la 
Naturaleza, por cuanto no puede alegarse falta de norma 
jurídica para evitar daños o para exigir su protección.

v.	 Sentencia n.º 32-17-IN/21 del 9 de junio de 2021. En este 
caso la Corte se pronuncia sobre la inconstitucionalidad de 
los arts. 86 y 136 del Reglamento Ambiental de Activida-
des Mineras (RAAM). En esta sentencia se establece que las 
normas del régimen jurídico ecuatoriano no pueden violar 
el principio de reserva legal, por lo tanto, las autorizaciones 
administrativas no pueden generar vulneraciones al am-
biente por cuanto son actos constitucionalmente inferiores. 

vi.	 Sentencia n.º 22-18-IN/21 del 8 de septiembre de 2021. 
Aquí se declara la inconstitucionalidad de la regulación de 
los manglares, monocultivos, sobre la regulación del dere-
cho a la consulta previa y a la consulta ambiental del Có-
digo Orgánico del Ambiente. Dentro de su argumentación 
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la Corte reconoce el valor intrínseco de los ecosistemas en 
observancia de las interacciones con las comunidades y el 
impacto de las actividades humanas. 
Bajo esta lógica, reconoce que las actividades no sustenta-
bles vulneran el principio del in dubio pro natura y conse-
cuentemente atentan a la fragilidad de los ecosistemas.

vii.	 Sentencia n.º 1185-20-JP/21 del 15 de diciembre de 2021 
también conocida como Caso Río Aquepi. En esta senten-
cia la Corte Constitucional analiza los derechos de la Natu-
raleza en observancia a la protección de recursos hídricos. 
En este sentido, se reconoce el valor intrínseco de los ríos 
como un elemento que compone los ecosistemas. También 
se afirma que el reconocimiento jurisdiccional específico 
de un titular de derechos por ser parte de la Naturaleza es 
una mera formalidad que no altera el contenido sustancial 
de los derechos constitucionalmente reconocidos.

Tomando en cuenta los casos mencionados, se puede afirmar que 
en Ecuador el alcance y el contenido de los derechos de la Naturaleza se 
han delimitado de forma discursiva y progresiva en observancia de la 
norma constitucional. En este sentido, estos derechos han sido amplia-
mente estudiados dentro de la jurisprudencia constitucional. Sin perjui-
cio de lo previamente expuesto, en los siguientes acápites se expondrán 
contenidos concretos del cambio paradigmático en dos sentencias cons-
titucionales de gran relevancia para la protección de los derechos de la 
Naturaleza y su reconocimiento como un sujeto independiente, sobre 
todo con la declaratoria de sujeto de derechos a un bosque protector 
(Los Cedros) y a los animales (Caso de la Mona Estrellita). 

Caso del Bosque Protector Los Cedros,  
sentencia de revisión de acción de protección  
n.º 1149-19-JP/21

En el presente caso, la Corte Constitucional del Ecuador re-
visó una sentencia en alzada de la Corte Provincial de Imbabura, 
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presentada por el Gobierno Autónomo Descentralizado (GAD) de 
Cotacachi, respecto a la emisión de un registro ambiental en la fase 
de exploración inicial en el Bosque Protector Los Cedros, dentro de 
las concesiones Río Magdalena 01 y 02. Los puntos fundamentales 
de esta sentencia radican en que la Corte considera al bosque pro-
tector como titular de derechos no solo por la información científi-
ca relevante acerca de la biodiversidad, sino porque este contiene la 
vida y la existencia de especies animales y vegetales, necesarias para 
el mantenimiento de los ciclos y funciones de la vida. En ese sentido, 
de forma enfática la Corte estipula que los derechos de la Naturaleza 
tienen plena fuerza normativa y material, y que no pueden quedar en 
mera retórica o declaración ideal.

Por una parte, la Corte analizó los derechos de la Naturaleza 
y su principio precautorio; por otra, el derecho al agua y medioam-
biente sano para la protección de la vida —que se enmarca en el 
ecocentrismo—. Adicionalmente, consideró los elementos de la 
consulta previa y su necesidad, más allá de la mera formalidad. Con 
relación al principio precautorio, se dijo que las autorizaciones ad-
ministrativas emitidas por la autoridad deben contar con evidencia 
científica necesaria que muestre que se evitarán daños irreversibles a 
las especies y ecosistemas, y que ello es plena responsabilidad de las 
autoridades administrativas y judiciales. 

Un punto fundamental fue el hecho de proteger el derecho al 
agua en caso de actividad minera en la zona —enfoque ecocéntri-
co—. Se analizaron las características del bosque y su relación con 
las cuencas hídricas del ecosistema protector, así como las especies 
de anfibios en peligro de extinción que habitan la zona, tal como 
el caso del jambato esquelético,5 la rana nodriza confusa6 y la rana 
cohete de Quito.7 

5	 Atelopus longirostris.
6	 Ectopoglossus confusus.
7	 Hyloxalus jacobuspetersi.
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Respecto de la consulta ambiental, se fijó el siguiente parámetro: 
determinación del sujeto consultado en forma amplia y democrática. 
La consulta es una obligación indelegable del Estado, la Defensoría 
del Pueblo, las autoridades locales; se excluye a las empresas públicas 
como consultantes. La consulta debe ser anterior al otorgamiento del 
permiso ambiental y de la emisión de la licencia. La consulta debe ser 
previa, libre e informada. La falta de consulta ambiental deviene en la 
inejecutabilidad de la decisión o autorización estatal. 

Con dichos antecedentes, la Corte aceptó la acción de protec-
ción propuesta y declaró la vulneración de los derechos de la Natu-
raleza del Bosque Protector Los Cedros, así como los derechos de las 
comunidades aledañas; como efecto directo, dejó sin efecto el regis-
tro ambiental y los permisos de agua otorgados para las concesiones 
mineras Río Magdalena 01 y 02. La importancia del caso radica en 
que la protección de los derechos de la Naturaleza en el caso concre-
to contempla principios constitucionales de la prevención y la pre-
caución de cara a los efectos negativos de la explotación de recursos 
en ecosistemas. 

Adicionalmente, el derecho de consulta, como una herra-
mienta democrática de los pueblos para decidir sobre la explotación 
de recursos y los efectos sobre el medioambiente en caso de no otor-
gar un permiso ambiental, determinó que es un deber indelegable 
del Estado que está en el marco de los arts. 61.4 y 398 de la Constitu-
ción. Sin duda, este fallo constituye un precedente importante para 
la defensa de la biodiversidad en contra de las concesiones mineras 
que consiguen permisos sin seguir los procedimientos exigidos o si 
estos se obtienen de forma irregular. 

Caso de la Mona Estrellita n.º 253-20-JH 

En este caso la Corte Constitucional emitió una sentencia de 
revisión de un habeas corpus presentado en favor de una mona cho-
rongo (Lagothrix lagotricha) llamada Estrellita, que había vivido 18 
años en una vivienda con humanos. En ese sentido, la mona identi-
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ficó a una mujer como su madre; ese hecho fue reconocido por las 
autoridades públicas y, por ello, se inició un proceso con la finalidad 
de otorgar la custodia del espécimen de vida silvestre a un Centro 
de Manejo autorizado por la Autoridad Ambiental Nacional. En este 
caso, se accionó un habeas corpus,8 que fue negado y cuyo contenido 
pretendía la licencia de tenencia de vida silvestre y devolución de la 
mona chorongo, que ya había muerto al momento de la acción. 

i) Lo importante del caso es el reconocimiento de los animales silvestres 
como sujetos de derechos y, por ende, sujetos de protección (biocen-
trismo), con la aclaración de que la titularidad no se equipara a la de 
los seres humanos. En la sentencia se evidencia que se deben observar 
“características, procesos, ciclos vitales, estructuras, funciones, proce-
sos evolutivos diferenciadores de cada especie, así como la interacción 
entre las especies” (CC-253-20-JH/22, 2022). En este sentido, la senten-
cia estipula de forma expresa los siguientes parámetros de protección: 
Los animales en el lugar en cual se encuentren deberán tener acceso 
a agua y alimentos adecuados para mantener su salud y vigor. ii) El 
ambiente en el que viven debe ser adecuado para cada especie, con 
condiciones de resguardo y descanso adecuados. Debe permitírseles la 
libertad de movimiento. iii) Debe garantizarse a los animales las con-
diciones sanitarias adecuadas para proteger su salud e integridad física. 
iv) Debe garantizarse a los animales las condiciones de espacio y de 
relación suficiente para asegurar la posibilidad del libre desarrollo de su 
comportamiento animal. v) Debe garantizarse a los animales la vida en 
un ambiente libre de violencia y crueldad desproporcionada, de miedo 
y angustia. (CCE-253-20-JH/22, 2022, párr. 137)

El presente caso contiene muchos elementos de debate y con-
sideración que van más allá de lo normativo, ya que los procesos 
burocráticos pesaron más que la necesidad y la urgencia de proteger 
a la mona chorongo, quien sacada de la familia humana fue conde-
nada a muerte por falta de precaución. Finalmente, 

8	 Es una garantía constitucional que tiene por finalidad recuperar la libertad de 
quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden 
de autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integri-
dad física de las personas privadas de libertad (Constitución, 2008, art. 89).
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la Corte Constitucional dispuso al Ministerio de Ambiente y a 
la Asamblea Nacional que, con la participación conjunta de la 
Defensoría del Pueblo, en el marco de sus competencias, adapten su 
normativa a los estándares de esta sentencia, particularmente en lo 
que atañe a los decomisos de animales. (CCE-253-20-JH/22, 2022)

Conclusiones

De lo detallado, podemos afirmar que en una primera fase 
—anterior a la Constitución 2008— la Naturaleza en conflicto fue 
vista solo desde la pugna entre el extractivismo de los recursos na-
turales (objeto) y la protección del medioambiente como precepto 
necesario para la protección de la vida del hombre. En una segunda 
fase, se pueden encontrar —gracias al desarrollo de la jurispruden-
cia constitucional— nuevos significados de la Naturaleza construi-
dos por la Corte Constitucional, hasta llegar a una base dogmática 
de la Naturaleza como sujeto independiente de derechos. 

La línea jurisprudencial establecida por la Corte Constitucio-
nal se enfoca en un análisis extensivo sobre la Naturaleza como un 
sustrato ontológico independiente del ser humano (biocentrismo) 
(CCE-22-18-IN/21, 2021), que se estructura a partir de la función 
que cumple dentro de la realización de otros derechos fundamenta-
les de las personas (Ávila, 2019). En este sentido, la transversalidad 
de la Naturaleza, dentro del ejercicio y goce de derechos, ha permi-
tido establecer un marco razonado alejado del extractivismo tradi-
cionalista para la satisfacción de las necesidades (Salamanca, 2021). 

Desde el primer reconocimiento de la completitud de los eco-
sistemas (CCE-065-15-SEP-CC, 2015), la protección de los ciclos y 
procesos de los ecosistemas (CCE-218-15-SEP-CC, 2015), el estable-
cimiento de garantías normativas estrictas sobre el respeto a la inte-
gralidad de la Naturaleza en virtud del principio in dubio pro natura 
(CCE-22-18-IN/21, 2021), hasta el reconocimiento de los animales 
como sujetos de derechos distintos a los humanos (CCE-253-20-
JH/22, 2022) han reafirmado, de forma razonada y estructurada, la 
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condición de sujeto de derechos de la Naturaleza, tanto en su inte-
gralidad como al respecto de sus componentes biológicos.

Para finalizar, podemos decir que, gracias al desarrollo juris-
prudencial de la Corte Constitucional ecuatoriana, el enfoque de los 
derechos de la Naturaleza, lejos de inclinarse por el enfoque ecocén-
trico o biocéntrico, conjuga ambos enfoques para ratificar la urgen-
cia de superar el antropocentrismo hegemónico. De esta forma, se 
propone un enfoque de la Naturaleza que va más allá de considerarla 
como simple fuente de recursos inagotable que se explotan a volun-
tad y sin ningún tipo de límites o restricciones.

La concepción de los derechos de la Naturaleza como un nue-
vo paradigma en los sistemas jurídico-económico ha creado una se-
rie de tensiones que han provocado un remezón en el sistema capita-
lista de consumo ilimitado y voraz, que está contenido en el enfoque 
antropocéntrico. Sin duda, para dichos sistemas y sus defensores es 
más conveniente mantener una lógica de consumo irracional que 
prometa ganancias por sobre la vida misma de la Naturaleza y de 
todos los sistemas que de ella dependen, sin considerar los costos, in-
cluso de la vida humana. En ese sentido, se ha procurado invisibilizar 
la crisis mundial y los efectos naturales producidos por la contami-
nación global, se ha ocultado una serie de expropiaciones ilegales a 
comunidades con el fin de explotar los recursos, se ha impulsado una 
serie de desplazamientos masivos, la invisibilización de los pueblos 
indígenas para realizar proyectos ambientales y la criminalización de 
los defensores de derechos.

Los derechos de la Naturaleza, más allá de estar constituciona-
lizados, emergen como una necesidad frente a la crisis civilizatoria 
que amenaza con destruir el planeta por el desenfreno del extracti-
vismo y su visión utilitarista de los (mal llamados) recursos natura-
les. La visión biocentrista le concede a la Naturaleza un valor moral 
y jurídico de sujeto de derechos, y no lo subyace únicamente a una 
especie cosificada de uso humano. 
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El desarrollo de la jurisprudencia en Ecuador sobre los de-
rechos de la Naturaleza desde el biocentrismo permite el desarro-
llo de conceptos, estándares y un enfoque que va del dogmatismo a 
la acción, con base en fundamentos éticos que dan a la Naturaleza 
una valoración propia e intrínseca, y anula el interés material del 
antropocentrismo. 

Los derechos de la Naturaleza aún siguen en debate en Ecua-
dor y, a pesar de su limitado desarrollo jurisprudencial, sus avances 
pueden considerarse importantes, ya que han causado una irrupción 
en el patrón antropocéntrico tradicional. El hecho de considerar a la 
Naturaleza como un sujeto con una calidad intrínseca implica que 
no solo es un medio sino un fin que debe ser entendido desde una 
visión sistémica, independiente y autónoma del ser humano. Falta 
mucho por desarrollar y debatir sobre la Naturaleza como un “sujeto 
material de derechos”, en especial en los sistemas comparados e in-
ternacionales, pero los avances realizados han desatado una reacción 
en cadena que, tarde o temprano, terminará por abolir paradigmas 
dogmático-jurídicos anquilosados en la visión (in)dividualista del 
derecho y del antropocentrismo. 
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